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Pese a que es difícil evaluar el impacto 
directo de los Principios entre los 
desplazados internos, se puede afirmar, 
casi con toda certeza, que han impulsado 
a los gobiernos a adoptar leyes y políticas 
relativas al desplazamiento interno, han 
sido utilizados por algunos desplazados 
como instrumento para defender sus 
derechos y han proporcionado un marco 
jurídico para que las agencias de la 
ONU y las organizaciones de derechos 
humanos promuevan sus derechos. Lo 
que no es tan seguro es en qué medida los 
Principios han evitado el desplazamiento 
arbitrario o han contribuido a que los 
desplazados internos puedan encontrar 
soluciones sostenibles a su situación. El 
desafío para la próxima década estriba 
en garantizar que los desplazados 
internos sean conscientes de sus derechos 
humanos básicos y que consideren los 
Principios una herramienta útil para 
defender el ejercicio de esos derechos.
Elizabeth Ferris (eferris@brookings.edu) 
es la Codirectora del Proyecto Brookings-
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El concepto de la Responsabilidad de 
Proteger (R2P, por su acrónimo en inglés) 
sostiene que los Estados soberanos tienen 
la obligación de defender a su población 
del genocidio y otras atrocidades masivas 
pero, cuando no pueden o no quieren 
hacerlo, también entra en juego la 
responsabilidad del conjunto de estados 
del mundo. Acuñado en 2001, este concepto 
apareció en la Comisión Internacional sobre 
Intervención y Soberanía Estatal (ICISS, 
por sus siglas en inglés), constituida con el 
fin de alcanzar un consenso internacional 
sobre la intervención humanitaria tras la 
experiencia de los años noventa, época 
en que ésta suscitó una gran polémica 
“tanto cuando existía (como en Somalia, 
Bosnia y Kosovo) como cuando no (por 
ejemplo, en Ruanda)”.1 La ICISS reformuló 
el discurso y cambió el tono del debate: se 
En la Conferencia sobre los 10 años de los Principios Rectores, 
varios ponentes citaron la “responsabilidad de proteger” y 
recomendaron que se vinculara estrechamente a los Principios 
Rectores y a la situación y destino de los millones de desplazados 
internos. ¿Qué supondría esa conexión para la protección 
de los desplazados internos en la teoría y en la práctica? 
Los Principios Rectores y la 
responsabilidad de proteger 
Erin Mooney
 
No se harán contra los desplazados internos, independientemente 
de que vivan o no en campamentos, distinciones basadas en 
su desplazamiento en el disfrute de los siguientes derechos 
[…] El derecho a buscar libremente oportunidades de 
empleo y a participar en las actividades económicas.
“No queremos más ayuda humanitaria: queremos ingresos 
procedentes del trabajo”, declara un desplazado interno 
entrevistado en Colombia. A medio mundo de distancia, en 
Abyei (Sudán), una desplazada manifiesta la misma opinión: “Lo 
que plantamos es mejor que la ayuda que se nos entrega”.
 Efectivamente, sea cual sea el país en que se encuentren, 
los desplazados internos desean tener trabajo en la ciudad o 
cultivar la tierra para poder disponer de ingresos estables. En 
Sri Lanka, el acceso a los medios de subsistencia constituye 
una de las principales preocupaciones de los desplazados que 
retornan a su hogar. En Nepal, de los desplazados internos 
entrevistados, el 61% se lamenta de los problemas relacionados 
con la economía o el empleo y, en Bangladesh, el 58% menciona 
los obstáculos económicos como su principal impedimento para 
la subsistencia. En Assam (India), los desplazados señalan la 
falta de oportunidades de trabajo como el mayor problema.
Los proyectos de formación y de generación de ingresos para los 
desplazados internos son muy escasos. En Juba, la capital del 
sudeste de Sudán, este colectivo se lamenta de que “no existen 
programas educativos y de formación para los desplazados internos” 
y “ha habido intenciones, pero no se han materializado”. En 
Colombia, sólo un número reducido de los entrevistados ha recibido 
formación profesional o asistencia para mejorar sus habilidades. 
Aunque el gobierno colombiano contaba con un programa para 
promover las microempresas con el objeto de ayudar a los 
desplazados internos a ganarse la vida y reintegrarse, para la mayoría 
resultaba demasiado difícil desarrollar una propuesta de negocio 
en el sector empresarial. Además, según ellos mismos apuntan, es 
difícil devolver los créditos. En Bosnia, también surgen problemas 
con los programas de crédito. Los desplazados internos que retornan 
y necesitan asistencia financiera descubren que los altos tipos 
de interés de muchos programas de microcréditos desalientan a 
quiénes tienen iniciativa para trabajar por cuenta propia en los 
núcleos urbanos. Así, crear oportunidades de empleo para la gran 
mayoría de desplazados internos sigue siendo todo un reto. 
Entrevistas realizadas por el Proyecto Brookings-Bern sobre 
Desplazamiento Interno y el Observatorio de Desplazamiento 
Interno (IDMC, por sus siglas en inglés). Véase el informe 
del Proyecto Brookings-Bern  ‘Listening to the Voices of the 
Displaced: Lesson Learned’ (“Escuchar la voz de los desplazados: 
conclusiones obtenidas”) Disponible en: http://www.brookings.
edu/reports/2008/09_internal_displacement_cohen.aspx
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abandonó la idea del derecho de terceros 
a intervenir para adoptar el término de la 
responsabilidad (ante todo, la del Estado 
en cuestión, de ofrecer protección a sus 
propios ciudadanos). La responsabilidad 
de proteger incluía un extenso paquete 
de medidas, que implicaban no sólo 
reaccionar para proteger a la población de 
daños graves, sino también prevenir dichas 
situaciones y reconstruir tras su incidencia. 
Los jefes de Estado reunidos en la Cumbre 
Mundial de 2005 aceptaron por unanimidad 
el concepto de la responsabilidad de 
proteger y su importancia para tratar 
el genocidio, los crímenes de guerra, la 
limpieza étnica y los crímenes de lesa 
humanidad. Asimismo, especificaron que: 
(1) todo Estado tiene la responsabilidad 
de proteger a sus ciudadanos de esos 
crímenes, y (2) la comunidad internacional, 
actuando a través de las Naciones Unidas, 
tiene la responsabilidad de hacerlo 
cuando “es manifiesto que las autoridades 
nacionales no protegen a sus ciudadanos” 
de esos crímenes y si fuera necesario 
mediante una acción colectiva, incluso 
mediante el uso de la fuerza militar.2 
Posteriormente, la Resolución 1674 (2006) 
del Consejo de Seguridad de la ONU 
ratificó este concepto y este compromiso. 
Por supuesto, la obligación de prevenir 
y reaccionar ante el genocidio, los 
crímenes de guerra y los crímenes de lesa 
humanidad precede en más de medio 
siglo a la responsabilidad de proteger. 
Aun así, esta idea representa un hito 
en el sentido de que vuelve a impulsar 
esos antiguos compromisos, sobre todo 
al reforzar la responsabilidad mutua de 
los estados y la comunidad internacional 
a la hora de cumplir en la práctica con 
sus obligaciones de protección. 
La importancia para los 
desplazados internos 
Inevitablemente, el genocidio, los 
crímenes de guerra, los crímenes de lesa 
humanidad y la limpieza étnica obligan a 
las personas a desplazarse. Sin embargo, 
la vinculación entre la responsabilidad 
de proteger y los desplazados internos 
trasciende los factores causales.
De hecho, las raíces intelectuales de este 
concepto se remontan a las estrategias 
internacionales de protección a los 
desplazados internos que surgieron hace 
una década y que también le sirvieron 
de inspiración. En concreto, la idea de 
“soberanía como responsabilidad”, que 
constituye el centro neurálgico de la 
responsabilidad de proteger, surge en 
la primera época de la lucha en defensa 
de los desplazados internos. Hace poco, 
se atribuyó el mérito de ser la principal 
artífice de la noción de la responsabilidad 
de proteger a Roberta Cohen, quién 
trabajaba con desplazados internos en el 
Grupo de Políticas para los Refugiados en 
1991, por ser la primera en expresar que 
“la soberanía conlleva la responsabilidad 
de los gobiernos de proteger a sus 
ciudadanos”.3 Cuando la campaña que 
dirigió en pro de los derechos humanos 
dio lugar en 1992 al nombramiento de 
Francis Deng como Representante del 
Secretario General de las Naciones Unidas 
sobre la cuestión de los desplazados 
internos, éste adoptó su filosofía y en su 
primer informe afirmó lo siguiente: 
“Ningún gobierno puede invocar la 
soberanía de forma legítima con el fin 
deliberado de dejar que su población 
muera de hambre o negarles el acceso a 
una protección y unos recursos vitales 
para su supervivencia y bienestar. […] si 
un gobierno es incapaz de proporcionar 
protección y asistencia, la comunidad 
internacional debe actuar para cubrir ese 
vacío, ya sea con la invitación del país 
receptor o con el consenso internacional”.4 
Al acuñar la expresión “soberanía como 
responsabilidad”,5 Deng convirtió 
este concepto en su sello y lo aplicó a 
todos los aspectos de su mandato. Lo 
empleó con éxito para abrir canales de 
diálogo constructivo con gobiernos del 
mundo entero sobre lo que en esencia 
constituye un asunto interno y es, 
por tanto, delicado desde el punto de 
vista político. Aparte de representar 
una táctica y un matiz diplomáticos, la 
soberanía como responsabilidad también 
tiene su lógica: para los desplazados 
internos y otras personas que siguen en 
su país, implica un acceso garantizado 
a la protección nacional efectiva. 
Similitudes y diferencias clave 
La noción de soberanía como 
responsabilidad, germen de la 
responsabilidad de proteger, también 
influyó y constituyó la base de los 
Principios Rectores. Como principio 
general, “las autoridades nacionales 
tienen la obligación y la responsabilidad 
primarias de proporcionar protección y 
asistencia humanitaria a los desplazados 
internos que se encuentren el ámbito 
de su jurisdicción” (Principio 3). A 
continuación, los Principios especifican 
qué implica esa responsabilidad en todas 
las fases del desplazamiento: desde la 
prevención, pasando por la protección 
de la población frente a las atrocidades 
y el abuso de los derechos, hasta el 
aseguramiento de soluciones duraderas; 
lo cual constituye una estrategia integral, 
que recuerda a la triple dimensión de la 
responsabilidad de proteger (prevenir, 
reaccionar y reconstruir) y puede 
contribuir a orientar su aplicación. 
Al mismo tiempo, los Principios Rectores 
dejan claro que proteger a los desplazados 
internos es responsabilidad no sólo de las 
autoridades nacionales, sino también de 
la comunidad internacional, sobre todo 
cuando aquéllas no quieren o no pueden 
cumplir su cometido. Los Principios 
corroboran que “todas las autoridades 
y órganos internacionales respetarán 
y harán respetar las obligaciones que 
les impone el derecho internacional, 
incluidos los derechos humanos y el 
derecho humanitario” (Principio 5). 
Corresponde a los Estados aceptar la 
asistencia internacional cuando no puedan 
o no quieran proporcionar la ayuda 
necesaria a los desplazados internos 
(Principio 25). Además, las organizaciones 
humanitarias internacionales y los 
demás órganos competentes “prestarán 
la debida consideración a la protección 
de las necesidades y derechos 
humanos de los desplazados internos 
y adoptarán las medidas oportunas 
a este aspecto.” (Principio 27). 
El genocidio, la limpieza étnica y los actos 
que constituyen crímenes de guerra y 
crímenes de lesa humanidad (los cuatro 
escenarios que justifican la responsabilidad 
de proteger) están prohibidos de forma 
expresa en los Principios, conforme a las 
obligaciones establecidas por el derecho 
internacional. Sin embargo, a diferencia de 
la responsabilidad de proteger respaldada 
en la Cumbre Mundial, la protección 
prescrita por los Principios no está 
limitada en modo alguno a las mismas 
circunstancias. Los Principios reconocen 
de forma inequívoca que las personas se 
convierten en desplazados internos por 
diversos motivos, como el conflicto armado, 
la violencia generalizada, las vulneraciones 
de los derechos humanos, los desastres 
naturales o causados por el hombre y los 
proyectos de desarrollo a gran escala. 
Respecto a la responsabilidad de proteger, 
tal y como evidenció la experiencia tras 
el ciclón Nargis en Birmania, no existe 
consenso ni siquiera entre los principales 
creadores del concepto respecto a si puede 
aplicarse en caso de catástrofes naturales 
o medioambientales de gran magnitud 
cuando el Estado afectado no quiere o no 
puede actuar ni solicitar asistencia y si se 
han perdido o pueden perderse muchas 
vidas humanas.6 Además, los Principios 
definen la protección en términos no sólo 
de seguridad física, sino también en el 
amplio contexto de los derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales.
Otra diferencia clave reside en su 
finalidad primordial. Los Principios se 
redactaron en respuesta a una petición 
de los Estados, formulada mediante 
resoluciones que adoptaron la Asamblea 
General de Naciones Unidas y la 
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Comisión sobre Derechos Humanos, por 
la que solicitaban un marco normativo 
para la protección de los desplazados 
internos. Su objetivo expreso consiste en 
proporcionar una orientación sobre los 
derechos de los desplazados internos y las 
responsabilidades de los estados y otras 
autoridades para con ellos. Reconocidos 
en la Cumbre Mundial de 2005 como 
declaración aceptada de los derechos de 
los desplazados internos, los Principios 
también han quedado incorporados a la 
legislación y a las políticas nacionales de 
muchos países. Aparte de esclarecer las 
normas jurídicas pertinentes, los Principios 
especifican algunas de las acciones 
necesarias para materializar dichas normas, 
como extender nuevos documentos 
personales a los desplazados internos, 
integrar las opiniones y los problemas de 
las mujeres en el diseño y la prestación 
de la asistencia, disponer de centros 
educativos y de formación en los campos 
y ayudar a los desplazados internos a 
recibir indemnizaciones por la pérdida de 
su propiedad o los daños sufridos en ésta. 
Afianzada en el mismo cuerpo jurídico del 
derecho humanitario que los Principios, 
la responsabilidad de proteger se concibió 
con un objetivo distinto: superar un 
impasse político relativo, concretamente, 
a las cuestiones básicas de principio y 
procedimiento respecto a cuándo, cómo 
y con qué autoridad internacional debe 
producirse la intervención. El hecho 
de que la responsabilidad de proteger 
haya logrado la aceptación y la adhesión 
internacionales refleja su contribución a la 
reapertura del diálogo y a la ratificación de 
los compromisos sobre esta cuestión crucial. 
No obstante, aún han de desarrollarse 
las implicaciones prácticas de la 
responsabilidad de proteger, todavía 
controvertidas. El Asesor Especial del 
Secretario General sobre la responsabilidad 
de proteger señala que “los Estados 
miembros de las Naciones Unidas están 
unidos en su respaldo a los objetivos de 
la responsabilidad de proteger, pero no lo 
están tanto en la forma de alcanzarlos”.7 
El Secretario General de la ONU, 
Ban Ki-Moon, defensor activo de este 
planteamiento, reconoce que se trata de 
“un concepto, no una política todavía; una 
inspiración, no una realidad todavía. […] 
No existe una fórmula para que se haga el 
trabajo”.8 A falta de dicha fórmula, abundan 
las percepciones erróneas y, sobre todo, la 
idea equivocada de que la responsabilidad 
de proteger es tan sólo “una intervención 
militar disfrazada de retórica política, 
lo que sigue siendo un obstáculo en el 
camino para muchos”.9 En consecuencia, 
diversos gobiernos, temerosos de 
la intromisión internacional, siguen 
reacios a la idea. En estas circunstancias, 
vincular la responsabilidad de proteger al 
desplazamiento interno y a los Principios 
Rectores de forma explícita podría suponer 
que estos últimos se entendieran como 
una injerencia en asuntos internos y 
minara su aceptación general, labrada 
con tanto cuidado en la última década. 
Para contrarrestarlo, los impulsores 
de la responsabilidad de proteger han 
trabajado arduamente a fin de explicar la 
amplia gama de medidas que ésta abarca, 
destacando, sobre todo, las preventivas 
y el desarrollo de la capacidad estatal. 
Estos objetivos están reflejados en los 
Principios, que de este modo pueden 
convertirse en un potente instrumento 
y guía para aplicar tales aspectos de la 
responsabilidad de proteger en los casos 
de desplazamiento interno real o potencial. 
Los defensores de este concepto prestaron 
mayor atención a la prevención y a las 
medidas más “suaves”, como la persuasión 
diplomática, con el objeto de abordar la 
violencia desatada tras las elecciones de 
Kenia, que resultó ser la primera vez que 
se aplicaba la responsabilidad de proteger 
con resultados positivos. No obstante, es 
esencial para la finalidad y la legitimidad 
de este concepto atreverse a confrontar 
casos como los de Darfur, la República 
Democrática del Congo, Zimbabue y 
Somalia, en los que las atrocidades masivas 
y los abusos siguen fuera de control y en los 
que debía haberse producido una respuesta 
de protección de carácter internacional 
y significativo hace mucho tiempo. 
Resulta fundamental comprender 
claramente el objetivo y el ámbito de 
actuación de la responsabilidad de proteger 
a fin de involucrar más a los políticos en 
su aplicación, lo cual requiere, a su vez, 
el desarrollo de herramientas prácticas 
y la puesta en marcha de estrategias 
(el Secretario General de la ONU 
prometió desvelar las propuestas para 
el funcionamiento de la responsabilidad 
de proteger antes del fin de 2008). 
Cuando se hayan puesto en práctica 
esos elementos, la responsabilidad de 
proteger se convertirá en un instrumento 
de movilización de tremendo potencial 
que refuerce y respalde la materialización 
de lo dispuesto en los Principios sobre 
la protección de los desplazados 
internos ante los crímenes más graves. 
Mientras tanto, millones de desplazados 
internos se siguen preguntando si los 
Estados y la comunidad internacional 
cumplirán con su responsabilidad (nueva 
y antigua) de proteger a las personas 
que se hallan en grave peligro.
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